Carátula 


(Asiste el Comisionado Parlamentario para el Sistema Penitenciario, doctor Juan Miguel Petit). 
SEÑORA PRESIDENTA (Ivonne Passada).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 10). 


—La Comisión Especial para el Seguimiento de la Situación Carcelaria de la Asamblea General 
tiene el gusto de recibir al Comisionado Parlamentario para el Sistema Penitenciario, doctor Juan Petit, 
a fin de presentar el informe anual. Posteriormente, la Secretaría lo enviará a todos los miembros de la 
Asamblea General. 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se lee:) 
Informes presentados por el señor Comisionado Parlamentario, doctor Juan Miguel Petit: 


Especial sobre la creación de un Programa Nacional de Atención a Mujeres Privadas de Libertad con 
Hijos a su Cargo, presentado el 7 de abril de 2017. 


Anual 2016 y Anexo — presentados en el día de hoy. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tengamos en cuenta que a la hora 17 esta Comisión recibirá a las 
autoridades del Ministerio del Interior. Por tanto, sugiero al doctor Petit hacer un planteo general. Los 
miembros de la Comisión están haciendo suyo el informe en este momento, por lo cual es muy 
probable que nos volvamos a reunir con usted a los efectos de responder las inquietudes que puedan 
surgir luego de su lectura. Es evidente que los tiempos son ajustados, pero la realidad es que el 
informe lo estamos recibiendo en este momento. 


SEÑOR PETIT (Juan Miguel).- Es un gusto poder presentar hoy este informe que resume este año y 
medio de trabajo. 


En el documento van a encontrar, por un lado, una referencia a lo que ha sido la gestión a mi 
cargo, durante la cual pusimos en funcionamiento nuevamente a la oficina que está al servicio del 
Parlamento. Los pasos a dar es tratar de fortalecer su institucionalización. 


En el material que entregué hay un documento que llamamos "Anexo", en el cual están 
presentados seis informes especiales. Uno fue presentado en el 2015 y el otro en el 2016. Hay también 
un documento que llamamos "monitor de las reglas Mandela". Se acuerdan que en su momento hablé 
de que debería haber un protocolo para las visitas a las cárceles, a fin de contar con indicadores 
objetivos. Hemos trabajado mucho con eso. No es fácil tenerlo, porque cada cárcel es un mundo, y 
dentro de cada módulo, cada sector es diferente. Por eso es muy difícil responder a preguntas que 
deben ser objetivas. 


Trabajamos con las reglas Mandela en la medida en que es un documento aprobado por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas y ratificado por el país, y que nos da pistas importantes 
sobre algunos temas. En el documento van a encontrar referencias a la tarea nuestra. 


El meollo de la cuestión -dejo de lado aspectos de funcionamiento de la oficina- son los 
acuerdos que hicimos con la Procuración Penitenciaria de Argentina, los trabajos que venimos 
realizando con la Institución Nacional de Derechos Humanos y los espacios de innovación 
penitenciaria, a través de los cuales tratamos de que el Parlamento cumpla un rol, de que sea un lugar 
de discusión, de intercambio y de debate sobre estos temas. 


Ahora me referiré a la situación concreta del sistema penitenciario. 


Tenemos un promedio importante de visitas mensuales -entre setenta y noventa- a los 
establecimientos, lo cual nos permite una fluidez de información bastante grande y una cercanía con 
esas realidades. Quiero destacar que tenemos un excelente diálogo tanto con el Instituto Nacional de 
Rehabilitación y sus mandos medios como con el Ministerio del Interior y con el Sistema de Atención 
Integral para las Personas Privadas de Libertad de ASSE. Tenemos una relación basada en el 
intercambio de información y en el diálogo permanentes, inclusive con situaciones muy complicadas, 
que implican investigaciones y denuncias, en las cuales todos tenemos claro que nos une el mismo 
objetivo que es proteger los derechos humanos, aun con roles y mandatos distintos y a veces con 
perspectivas diferentes. 


¿Cuál es la situación del sistema penitenciario en el Uruguay hoy? Tenemos una situación 
muy compleja, entre otras cosas, porque seguimos teniendo un crecimiento demográfico explosivo en 
el sistema penitenciario. Estamos en el entorno de 11.200 personas privadas de libertad con un índice 
de presidización que está en los trescientos quince. Hay un tema estadístico para estudiar, pero la cifra 
que manejamos es plausible. Y eso nos ubica de los treinta países del mundo que tiene más cantidad 
de presos por habitante. Esa es una realidad y no es un buen dato. Es una señal inquietante; vamos a 
coincidir en que, si bien la sociedad uruguaya no es la más violenta ni la más desigual, ni su Estado es 
el más pobre -hay cantidad de realidades que sufren otros países que son más conflictivos que 
nosotros-, tenemos un índice de presos muy elevado. 


Por otro lado, desde el punto de vista del marco institucional, tenemos algo muy novedoso 
para el Uruguay: la consolidación del Instituto Nacional de Rehabilitación. 


Para hacer este trabajo repasé viejos documentos, libros que tenía e informes y quiero decirlo 
con todas las palabras: creo que lo que ocurrió entre 2010 y 2015 constituye una etapa histórica: 
Uruguay tenía un sistema penitenciario feudalizado, muy anquilosado, en el cual cada cárcel del 
interior del país dependía de la Jefatura de Policía del departamento -no había una política única-, pero 
eso empezó a cambiar con una serie de medidas que están enumeradas en el informe, y creo que es 
un paso muy positivo. Algunas grandes líneas pasan por la incorporación del área de la salud; la 
presencia de personal técnico; el cambio de la gestión; la modificación de las estructuras de las 
cárceles que pasan a tener una dirección, una subdivisión administrativa y una subdivisión técnica; el 
ingreso de personal civil. 


En cuanto al combate a la ilegalidad, creo que ha habido señales muy fuertes dentro del 
sistema; por ejemplo, se han mejorado muchísimo los controles que se realizan al ingreso. Y quiero 
destacar que otra señal que se ha dado vigorosamente es la del combate a la tortura y a los malos 
tratos. Cuando existe una denuncia, una anomalía de ese tipo, se registra, se labra acta y se investiga. 
Esa es una señal importante que fue dada no solamente en ese período, pero quiero destacar que en 
ese lapso conformó parte de eso que se llamó, o se llama, reforma penitenciaria: un conjunto de 
cuestiones que han ido abonando a una mejora del sistema. 


Entonces, ¿estamos bien? Esto lo he hablado con todas las autoridades varias veces y les he 
dicho que comprendo que a veces ellas no entiendan algunos planteos que yo les realizo, porque 
viendo esto que se hizo, y lo que se avanzó, uno podría decir que estamos bien. Sin embargo, la 
realidad indica que todavía estamos bastante mal, porque partimos de un punto muy bajo. Y revisando 
papeles y materiales para este informe advertí que, sin ir más lejos, en el año 2008, mi antecesor, el 
doctor Garcé, planteaba la necesidad de que hubiera maestros en todas las cárceles. O sea: tenemos 
un sistema penitenciario que hace diez años ni siquiera tenía maestros, ni siquiera tenía aulas. 
Actualmente, hay cincuenta y cinco estudiantes universitarios; es muy poco, pero hay algunos. 
Tenemos un 20% de privados de libertad que están estudiando en educación formal, una educación 
que tiene sus problemas de pedagogía, de contenidos de programas, pero ese es el porcentaje. Sigue 
siendo muy poco, pero hasta hace no muchos años ni siquiera había educación secundaria en las 
cárceles. Entonces, creo que hay que matizar las cosas pensando que estamos arrancando muy abajo 
en un tema que al país se le había ido de las manos, que estaba siendo como una especie de agujero 
negro. Ahora se empezó a trabajar en él con dificultades porque, entre otras cosas, el país tiene poca 
acumulación técnica. Yo siempre pongo el ejemplo de la arquitectura: hay poca acumulación técnica en 
el diseño arquitectónico de las cárceles. Lamentablemente, hemos visto pocas cárceles nuevas que 


han incorporado el diseño de espacios educativos, lugares para visita, sitios seguros, salvo la de 
Rivera que es una excelente cárcel, con un excelente diseño. Ahí hay un problema de falta de 
acumulación del Estado. 


Hay falta de acumulación en la gestión de lo penitenciario, en los programas de rehabilitación, 
en cómo rehabilitar, en cómo atender algunas problemáticas específicas, como puede ser el caso de 
los delitos sexuales, tan en boga hoy en día, con respecto a los cuales buena parte del mundo, y sin 
duda nuestro país, todavía no han encarado qué hacer. Todos estos avances nos colocan en una 
realidad que es mejor que la que teníamos, pero que todavía sigue siendo muy crítica. 


Debemos ser justos al valorar los avances, pero no podemos quedarnos solo en ellos, sin ver 
esos problemas que nos están golpeando y que refieren a un punto central en la vida de la sociedad. 
Yo andaba tras el dato de cuántas personas se liberan por año en el sistema penitenciario, porque me 
parece muy relevante. Según datos que me proporcionó el Ministerio del Interior -son números 
aproximados; todavía pueden ser ajustados- todos los años se liberan siete mil personas de las 
cárceles. Cuando voy a un programa de radio o de televisión, los mensajes del público son: 
"Enciérrelos"; "Que el Estado no gaste plata en eso"; "No se puede hacer nada con esa gente", 
etcétera. Pero cuando uno ve la cantidad de personas que salen de la cárcel y conoce cuáles son los 
vacíos y la falta de atención que tenemos, creo que es válido preguntarse -sé que muchas veces es 
difícil; seguramente lo sea también para ustedes- si no estamos ante uno de los factores que provocan 
violencia en la sociedad. No es el único, pero sin duda es un factor muy importante que hace que 
aumenten la violencia, la delincuencia, la ruptura social y la marginación. 


Para resumir, creo que podemos dividir al sistema en tres sectores; los diputados van a 
encontrar más información en el informe. 


Muchas veces se dice una cantidad de cosas sobre estos temas y es tanto lo que se 
manifiesta, es tanta la información, la emoción, la preocupación y las reacciones que generan estos 
temas, que cuesta conceptualizarlos y es importante hacerlo para formular políticas. Hay un tercio del 
sistema -tal como se describe en el documento- en el que se encuentra un sector grande del Comcar, 
la gran mayoría del Penal de Libertad y la cárcel de Canelones, que son sectores donde hay mucha 
violencia, mucho encierro; a lo sumo salen una vez o dos al patio y a veces ni siquiera eso. Hay 
sectores que permanecen semanas y semanas sin siquiera salir al patio; hay hacinamiento: hemos 
visto celdas muy numerosas de seis, siete, ocho, nueve y a veces hasta diez personas, y sin salir al 
patio, sin actividades. Lamentablemente todos los días recibimos denuncias de extorsiones, violencia, 
abuso sexual, amenazas a la familia, violencia en los lugares de visita y vemos cómo una cantidad de 
gente joven que entra a la cárcel, muchas veces por delitos que podrían ameritar otro tipo de medidas, 
se va deteriorando y muchas veces es víctima de delincuente más violentos, más pesados, más 
deteriorados, dentro de un espiral que es cada vez peor. En ese sector hay muy poca o nula 
intervención y configura una situación -está desarrollada en el documento- que no podemos catalogar 
de otra manera que de trato cruel, inhumano y degradante. Es un trato degradante porque cualquiera 
que recurra a esos lugares y hable con las personas que están viviendo allí se dará cuenta de que 
cualquiera de nosotros que estuviera allí un par de horas o de días se degradaría, se deterioraría; 
pasaría a ser menos persona y su capacidad de relacionamiento con los demás caería y ser vería 
seriamente afectada. Es como entrar al sector radioactivo de una central atómica que explotó: allí la 
violencia es constante; el deterioro es permanente y el impacto no queda solo en eso, sino que se 
ramifica con la familia. A las personas que están allí después les es muy difícil volver a salir del mundo 
del delito, con lo cual se reproduce esa situación de manera exponencial. 


Algunas visiones más extremas pueden llegar a catalogar esto como tortura: en el documento 
explico por qué no lo considero de esa forma. Según algunas interpretaciones que yo comparto, la 
tortura requiere una intencionalidad, una decisión de que esa persona tenga una aflicción mayor que la 
simple pena. Y en este caso creo que ocurre todo lo contrario, porque no creo que haya una 
intencionalidad: acá hay una situación estructural que el país no tiene resuelta y, por lo tanto, técnica y 
jurídicamente no se puede calificar como tortura pero sí, como dije anteriormente, como trato cruel, 
inhumano y degradante. Por lo tanto, es una prioridad enfrentar esto con mayor rigor, asumiendo que 
se trata de un punto complicado que el país tiene para superar. 


En segundo lugar, hay otro sector del sistema que abarca muchos establecimientos que están 
en esa situación y que catalogo como lugares que tienen condiciones insuficientes para la 
rehabilitación. Se trata de lugares donde el deterioro no tiene esa gravedad y a veces conviven algunas 
actividades positivas y buenas iniciativas con condiciones muy duras. Por ejemplo, hay lugares en los 
que en un mismo sector uno puede encontrar un área educativa que funciona, una actividad cultural o 
deportiva y, por otro lado, un sector en el que hay hacinamiento, cero salida al patio, deterioro, 
violencia, amenazas y todo lo que ya describimos. Estos son centros de transición que a veces son 
difíciles de catalogar. Uno aspira a que puedan mejorar: pueden hacerlo en algunos casos y, en otros, 
su fragilidad los puede llevar a empeorar y a que la situación se agrave. 


En tercer lugar están los centros en los cuales existe oportunidad de rehabilitación -que son 
unos cuantos-, no necesariamente porque haya un edificio costoso que los contenga o un despliegue 
de recursos extraordinario, sino porque se han logrado plasmar mejoras con un equipo técnico, una 
dirección o se ha logrado abrir las puertas a la comunidad exterior para que realice aportes, para que 
entre el mundo de la empresa, de la sociedad civil, de la Universidad, generando una dinámica muy 
positiva. En esa categoría está la chacra de Rivera, de Paso Ataque, las chacras de Artigas, Treinta y 
Tres, Salto. 


Esta última, la chacra de Salto, constituye una experiencia muy interesante porque se trata de 
un edificio que está en muy malas condiciones, tiene problemas de sanitaria, eléctricos, humedades 
gigantescas y, pese a eso, el comando de dirección, con los propios internos y con la comunidad, han 
logrado llevar adelante una experiencia educativa muy interesante. Es así que han construido aulas, 
han arreglado salones, están reciclando, pintando. Han logrado que un grupo de fútbol de internos 
compita con la liga local; hay internos que salen a trabajar todos los días a la intendencia y a empresas 
privadas; realmente es una experiencia muy interesante. 


Creo que la experiencia de Campanero en Lavalleja ya es conocida por ustedes; también 
tenemos los ejemplos de Cerro Largo y, parcialmente, Maldonado. 


Maldonado es uno de los casos de centros como de doble personalidad porque, por un lado, 
uno encuentra un polo educativo muy interesante y, por otro, hay algunos sectores que parecen ser los 
peores lugares. Hay algunos otros centros que tienen esta característica que están referidos en el 
informe. 


También hago una referencia a las buenas prácticas, que creo que es oportuno señalar. Por 
ejemplo, la cárcel de Punta Rieles, la chacra de Artigas; la cárcel de Salto; el centro de formación 
penitenciaria, que está llamado a jugar un rol fundamental en la creación de cuadros directivos y de 
gestión; un programa de yoga y valores. 


En fin, se trata de experiencias que tratamos de alentar desde la oficina. Creemos que 
nuestra tarea es de observación, de monitoreo, en algunos casos de denuncia. La ley que nos otorga el 
mandato establece la posibilidad de realizar denuncias judiciales. En ese sentido, hemos hecho seis 
denuncias por malos tratos o por hechos que tienen apariencia delictiva, pero también podemos llevar 
a cabo acciones de amparo, de habeas corpus y, sobre todo, realizamos muchos informes y pedidos 
de información y recomendaciones a las autoridades: esto se registra en el documento anexo donde se 
encuentra el detalle. Ya lo tenían porque el mes pasado lo había mandado por vía digital, pero ahora lo 
imprimimos para mayor facilidad en el manejo. 


En cuanto a la violencia carcelaria, el tema ya había sido abordado en un informe especial 
hacia fines del año pasado. En el material figuran los datos actualizados de cierre del año pasado. Se 
advertirá que hay una doble gráfica. Hay una con números absolutos, pero como a veces los números 
pueden ser engañosos, hicimos el esfuerzo y buscamos un índice de las muertes en prisión, 
determinando cuántos presos murieron cada cien mil porque, obviamente, a medida que la población 
aumenta, es natural que haya más casos y eso no necesariamente quiere decir que todo haya 
aumentado. Cuando los diputaos analicen el índice de fallecimientos en prisión encontrarán algunos 
datos interesantes de analizar. Si bien se ve que la tendencia a la cantidad de muertos en prisión del 
año pasado fue parecida al promedio de años anteriores, aumentó la cantidad de homicidios y de 
suicidios. La cantidad de homicidios fue la mayor en los últimos años: hubo un total de cuarenta y 


cuatro muertos en las cárceles, de los cuales dieciséis fueron homicidios; doce, suicidios, y tres 
decesos fueron por causas violentas de difícil definición, pero no se trató de muertes por enfermedad. 


Con respecto a la medición del hacinamiento, como es sabido, esta se realiza por la 
densidad, es decir, cuántos internos hay por plazas disponibles. Allí existen algunas dificultades 
estadísticas. En este sentido es bueno que los diputados sepan -a veces digo en broma que todos los 
legisladores son mis jefes- que la institución parlamentaria está cumpliendo una función no solamente 
de monitoreo, observación y denuncia, sino también de colaboración en la política pública. Digo esto 
porque la tarea de observación nos ha llevado a que tuviéramos reuniones con el INR y con el 
Ministerio en lo que tiene que ver con las estadísticas y en cómo llevarlas, y ahí hay mucho que todavía 
se puede hacer: hemos identificado una cantidad de carencias y cuestiones que hay para construir. 
Una de ellas tiene que ver con la densidad, porque hay una discrepancia en cuántas serían las plazas 
posibles, teniendo en cuenta lo que establecía el Instituto Nacional de Rehabilitación y los datos que se 
manejaban desde la asesoría penitenciaria del ministro. En fin, estos son temas estadísticos que hay 
que afinar, pero más allá de los matices, se advierte con claridad que algunos lugares tienen una 
densidad, una superpoblación importante. Se entiende que el hacinamiento es crítico cuando supera el 
120%; o sea, cuando hay más de ciento veinte personas por cien plazas disponibles y hay muchos 
lugares que así lo registran. Asimismo, planteamos que, en la actualidad, manejarse por el concepto de 
plazas es un poco engañoso porque la plaza a veces significa una cama, y una cama puede ser un 
colchón, que puede ponerse en algunos lugares poco adecuados. Por ejemplo, hemos visto colchones 
colocados en un baño, con lo que se desafecta un baño -puede ser una sala u otro lugar- y se colocan 
seis colchones, pasando a ser seis plazas. Eso no es correcto. Entonces, la idea es manejar un metro 
cuadrado por cada persona privada de libertad, tal como marcan las tendencias modernas. Esto 
requiere todo un cambio en la medición y en el diseño de los centros. 


No quiero ahondar en cada punto, pero cada uno da para hablar mucho. 


Con respecto a la educación, una de las mediciones importantes en el sistema señala que, 
grosso modo, el 21% de la población penitenciaria estudia. Es una cifra muy baja, aunque es mayor 
que la de hace algunos años. Como recién decía, hace diez años estábamos peleando para que 
hubiera maestros en todas las cárceles; hoy estamos luchando para que estén presentes las 
universidades. ¡Ojalá se logre ese tipo de presencia! Pero Uruguay sigue con cifras muy bajas, que 
debería superar. 


Asimismo, hay una cantidad importante de analfabetos. No está medida la cantidad, pero, 
para que tengan una idea, en una visita al Comcar constatamos que solamente en un módulo había 
sesenta analfabetos. Esto es algo que no puede ser. Uruguay tiene que poder superar esto. 


En lo que tiene que ver con el trabajo, según los datos oficiales que tenemos, el 37% de los 
internos trabaja. Hemos hablado con las autoridades también respecto al concepto de trabajo. Lo 
importante es que en las cárceles haya trabajo para que cuando la persona sea liberada cuente con 
experiencia en alguna labor, esté capacitada o adquiera determinado conocimiento que pueda ser 
acreditado. Lamentablemente, de ese 37% que trabaja, de esas más de cuatro mil personas que 
trabajan, el 28% hace tareas de fajina, por ejemplo, limpiar patios, hacer jardinería, pero no mucho 
más; en algún caso, colaboran en la cocina, lo que podría equipararse con un oficio. Pero los trabajos 
son muy pocos. Hoy tuvimos una reunión con el INR, que precisamente está trabajando para 
diferenciar la fajina, estar ocupado -realizar una tarea durante varias horas por día-, y tener un trabajo 
por el que se percibe un salario, una relación en la que hay un jefe, un producto esperado, reglas, 
determinado comportamiento, horario, etcétera. Si bien en este aspecto se puede decir que la cifra es 
mayor que la de hace algunos años, no es una cifra que nos permita estar tranquilos. 


Otro de los problemas que detectamos lo constituyen los agujeros negros -así los llamamos-, 
situación de trato cruel e inhumano y degradante que el país tiene que encarar y enfrentar -en las 
recomendaciones voy a referirme a algunas pistas sobre los caminos que planteo seguir-, que 
representan la salud mental y las adicciones. Hace veinte años, si en una cárcel simplemente se hacía 
algún deporte, había una biblioteca y algún taller, podía funcionar, porque era otra la realidad social de 
nuestro país y de buena parte de los países de la región. Hoy en día, cárceles que no cuenten con 
programas de adicciones, de salud mental, de trabajo con las familias y de educación sexual es como 


tener un hospital -puede estar más o menos limpio, puede tener salones más amplios o más chicos- sin 
médicos ni medicamentos. La problemática que hoy en día llega a las cárceles es la aguda. Buscando 
una metáfora, las cárceles son el CTI de las políticas sociales; por lo tanto, es un lugar en el que 
debería haber un mayor desarrollo intensivo de instrumentos de apoyo: recuperación, rehabilitación, 
reeducación -llámesele como se quiera-, reintegración. Mucha gente me pregunta o a los directores de 
los centros si las personas privadas de libertad se van a recuperar o van a reincidir. Nadie lo sabe. 


Cuando en uno de los centros que funcionan bien les hablo a los internos de lo bien que 
resultaron algunas experiencias, me dicen -es curioso, pero Uruguay es increíble; ¡me parece que a 
veces nos queremos tan poco entre nosotros!-: "Bueno, pero tal lugar que tú dices que funciona bien 
tiene reincidencia". Noruega y Suecia tienen entre el 20% y 40% de reincidencia. O sea, reincidencia 
va a haber; el tema es qué reincidencia, de cuántos delitos y de qué tipo de delitos. Además, se trata 
de tener como política pública la seguridad de que se hizo todo lo posible para evitar nuevas formas de 
violencia y de daño. 


La salud mental no es solamente preocupante en las cárceles, sino también fuera de ese 
ámbito; el país tiene problemas para brindar atención psiquiátrica institucional. Recién este año el 
sistema penitenciario cuenta con un psiquiatra. ¡Un psiquiatra! Hay establecimientos que no cuentan 
siquiera con asistente social; en el Penal de Libertad no hay asistentes sociales. Creo que en el 
Comcar hay uno. 


Tampoco hay programas de atención a la familia. No hay programas de atención a las drogas. 
Diariamente, semanalmente, recibimos familias, esposas, padres, madres, abuelos encargados de la 
familia que desesperados nos plantean el perfil habitual del joven que cayó en la droga, manifestando 
que no saben qué hacer, adónde ir, que está preso, que sigue consumiendo y continúa comprándola. 
Es fundamental que en las cárceles haya programas de adicciones; debería haber en todas. 


Obviamente, adicciones y salud mental tienen sus puntos de referencia. 


Hay un punto -sobre el que trabajé mucho- que lamento tener que abordar, pero no puedo 
dejar de hacerlo, porque creo que es mi deber por vuestro mandato. Me refiero a un sistema de prisión 
de confinamiento en solitario que se inició en 2015, en primer lugar, en el quinto piso de la Jefatura de 
San José, ex Jefatura de Policía, y luego trasladado al Módulo 12 del Comcar. Sobre este tema trabajé 
mucho, antes que nada, con el Ministerio del Interior; me reuní con las autoridades en varias 
ocasiones, envié notas, les planteé con toda franqueza mi punto de vista, y la verdad es que ellos 
también, con toda apertura, me escucharon. Hicimos un informe sobre esto. 


Considero que el confinamiento en solitario es una intervención muy negativa y que, además, 
contradice el espíritu que ha tenido la reforma penitenciaria. Básicamente, en el confinamiento en 
solitario las personas son aisladas de su entorno penitenciario y sometidas a un régimen de disciplina 
particular; prácticamente, no tienen contacto con nadie. Al principio, las condiciones eran aún más 
severas que hoy. Cuando lo vimos en la Jefatura de San José y Yí salían de la celda solo para ir al 
baño una vez al día; no tenían diarios, revistas, radio ni acceso o diálogo con nadie. Nos reunimos por 
esto muchas veces. 


No sabíamos de quién dependía esta unidad que estaba en el Módulo 12 del Comcar. En el 
Complejo Carcelario nos decían que de ellos no dependía; en el INR nos decían que tampoco de él 
dependía, y en el Ministerio del Interior nadie nos decía de quién dependía. Enviamos una nota -con 
copia a ustedes- solicitando conocer de quién dependía esa unidad para poder relacionarme con las 
autoridades responsables. Finalmente, a fines de agosto del año pasado nos dijeron que dependía del 
INR. Con el Instituto se fueron logrando algunas pequeñas mejoras en el sistema, por ejemplo, que las 
visitas no fueran cada cuarenta y cinco días, sino cada veinte; que hubiera algunas salidas al patio; que 
se mejorara en algo la comida. 


El régimen de confinamiento en solitario ha seguido, y las personas no tienen contacto con 
nadie; únicamente salen solos al patio media hora por día. En este informe está largamente explicitado. 


Las reglas internacionales establecen que cuando hay menos de dos horas de contacto 
humano relevante, el confinamiento en solitario inequívocamente constituye lo que lamentablemente 
llamamos tortura. Este punto que tiene el sistema es muy negativo, y tiene que ser superado. 


Para mayor ahondamiento, en el documento está todo lo que he escrito y explicado al 
respecto. Si bien ha habido mejoras -porque, por ejemplo, todos los que entraron a este sistema ya 
fueron derivados, sacados de allí-, ayer había veinte personas en esa situación. 


El Módulo 12 es un lugar físicamente muy correcto; tiene celdas muy correctas, aireadas, 
luminosas, con ventanas. Perfectamente podría dar lugar a un centro de seguridad de mayor control 
sin necesidad de llegar a extremos, colocando al país en una situación en la que claramente está 
incumpliendo todo lo que ha firmado por otro lado. 


Otro punto de preocupación es la atención a la familia. Se están dando pasos muy 
importantes. En ese sentido, creo que hay una pauta interesante con respecto a los directores. Hubo 
épocas en las que muchos directores de la cárcel no recibían a las familias. Yo tuve algún resabio de 
eso con el director de una cárcel que me dijo que él no hablaba con los presos porque, si lo hacía, 
perdería autoridad. Por suerte, las directivas que está dando el Instituto Nacional de Rehabilitación son 
muy claras en el sentido de que la cárcel tiene que abrir las puertas a la comunidad y a la familia, pero 
todavía hay un rezago muy grande. Los grandes penales, como el Penal de Libertad y el Comcar, son 
lugares muy inadecuados en los que no hay lugar donde sentarse, no hay baños, la gente espera 
largas horas y va a las cuatro de la mañana. Inclusive, hay todo un mercado negro alrededor de la 
visita; hay algunos quioscos que cobran a la gente por dejar la plata o por alquilarles ropa. Todo es muy 
negativo. Muchas veces personas mayores hacen largas horas de espera para ver al nieto -porque ya 
ni los padres están-, y van con niños chicos; todo es muy inadecuado. 


Con respecto a la cárcel de mujeres, en el documento van a encontrar muchas notas al pie 
porque hay una nueva dirección, un nuevo equipo que está encarando los problemas que estaban 
acumulados allí. En ese sentido, tuvimos un logro compartido importante. Siempre digo a mis 
contrapartes cotidianas, la gente del Instituto Nacional de Rehabilitación, que mi tarea es la más fácil y 
la de ellos es la más dura. Yo voy, contemplo, hago anotaciones y observaciones, y me voy a mi casa o 
a la oficina, pero quien está sosteniendo el servicio, la gestión, la angustia, los problemas, la violencia, 
la desesperación, conteniendo a la familia de la persona privada de libertad, con pocos recursos, es 
quien tiene la mayor parte del problema. Entonces, uno tiene que cumplir el rol de hacer observaciones 
y de ser catalizador de cambios, siendo respetuoso, ubicado, y entendiendo que los problemas son 
difíciles de resolver, pero hay que resolverlos y ayudar a ello. 


Nosotros planteamos una recomendación con respecto al Sector 5 -no estaba en el quinto 
piso-, que era un lugar de castigo de las mujeres privadas de libertad totalmente inadecuado, con 
calabozos oscuros, con celdas metálicas hasta el techo y con baños que no funcionaban; totalmente 
deprimente. Inclusive, había cosas muy inconvenientes, como, por ejemplo, que personal masculino 
realizara la vigilancia en la noche; no hay que ahondar en ello, pero es elemental que no es bueno que 
eso sea así. A fines del año pasado, se nos comunicó que a partir de esos planteos, ese lugar se había 
cerrado y estaba en reciclaje. El lugar de ingreso de las mujeres ahora está en otro piso, en el que hay 
otro tipo de infraestructura. De todas maneras, allí hay problemas edilicios grandes, de sanitaria, de 
humedades y de funcionamiento. Es un lugar para trescientas cincuenta mujeres y tiene catorce 
sectores diferentes. La falta de un programa, de un modelo de trabajo, ha llevado a dividirlo por 
situaciones y se ha generado una realidad laberíntica. 


Asimismo, se hace una referencia a las mujeres privadas de libertad con hijos, pero como los 
señores diputados tienen en su poder un informe que elaboré junto con la oficina sobre este tema, lo 
dejo a un costado. Creo que este asunto requiere atención específica porque hay muchas cosas que 
se pueden hacer, sobre todo para avanzar en el camino de la prisión domiciliaria y de programas que la 
acompañen. Muchas veces, los jueces son reacios a este tipo de mecanismos. Uno a veces no 
entiende la resistencia de los jueces para este tipo de medidas cuando los delitos lo ameritan, pero los 
jueces requieren que exista un acompañamiento socioeducativo. Tuvimos casos en los que esto se 
vuelve dramáticamente visible. Había una mujer con prisión domiciliaria que tenía siete hijos y vivía 
sola con ellos, y no había un programa de apoyo. Ahí tenemos el gran dilema de cómo llega el Estado 


a esos casos que no van a tocarle la puerta. Tenemos un Estado muy fuerte, muy dinámico, muy 
consistente, muy social cuando el problema golpea su puerta, cuando le dice: "Señor Estado: tengo 
esta realidad; déme una mano". El Estado tiene muchas manos; es un Estado muy solidario, muy 
social, con muchas políticas públicas y sociales que se renuevan, pero seguimos teniendo una gran 
dificultad para llegar a esas poblaciones de las que no nos enteramos dónde están. La población 
penitenciaria es un ejemplo, una oportunidad notable para llegar a esos núcleos duros de pobreza y 
marginación que no van a golpear la puerta del Pereira Rossell, del Mides o del área social de la 
Intendencia, pero que increíblemente están adentro del Estado. Este debe tener la inteligencia de 
recabar esa información para poder unir esos cabos que están sueltos, para poder decir: "A esta 
persona que no llega por las políticas sociales la tengo acá, en el cuarto que está al fondo", y hacer la 
conexión. 


Finalmente, lo sustantivo: las medidas alternativas y el trabajo al egreso. En este documento 
figuran unos comentarios sobre la nueva política de la Dirección Nacional de Apoyo al Liberado que se 
está conformando, aterrizando, porque todavía no ha logrado desplegarse en todo el territorio del país. 
Creo que está orientada muy positivamente, pero para poder seguir trabajando falta consolidar el 
modelo de atención y multiplicar los acuerdos que tiene con distintos organismos y empresas. 
Trabajamos en contacto con ellos y, muchas veces, más allá de nuestro mandato; les enviamos 
situaciones que entendemos urgentes de personas liberadas, exliberadas o sus familias, que necesitan 
trabajo. 


Otro tema importante que está señalado es lo que tiene que ver con la defensa. En nuestras 
recorridas vemos que permanentemente el reclamo es: "No conozco a mi abogado", "No veo a mi 
abogado", "Hace tres años que no veo a mi abogado", "No sé quién es mi abogado", etcétera. La 
defensa pública tiene grandes carencias de recursos. Me consta que, por lo menos, buena parte de sus 
integrantes hace la tarea con enorme esfuerzo, pero es evidente que sus recursos son insuficientes. 
Existe esa sensación de indefensión, que muchas veces es una sensación, porque el abogado no tiene 
por qué estar permanentemente visitando al encausado, pero sí periódicamente, orientándolo y 
asistiéndolo en los distintos trámites que puede querer realizar y en las distintas informaciones que a 
veces confusamente le llegan. 


En suma, se debe trabajar en algunos de los planteos. Quedo abierto a seguir conversando 
cuando quieran, ya sea en Comisión o bilateralmente. Muchos de ustedes me llaman a menudo y 
conversamos. 


Creo que hay varios ejes y que, realmente -esto lo quería decir-, el tema penitenciario es 
bastante desértico. En otros problemas o realidades que tiene el país hay una gran cantidad de actores 
-sindicatos, la academia, empresas, corporaciones, grupos religiosos, grupos políticos, grupos de 
interés, multinacionales, organizaciones internacionales-, pero en lo penitenciario notamos que faltan 
actores. La sociedad civil es débil, el mundo empresarial obviamente no lo tiene como una de sus 
prioridades ni tampoco lo tienen otros actores. Pero considero que la Comisión Especial para el 
Seguimiento de la Situación Carcelaria del Parlamento puede jugar un rol muy importante en esto, 
aunque más no sea -que no es menor- para ser un espacio de debate, de discusión, para escuchar a la 
gente que está haciendo cosas y atender los problemas. 


Con ese espíritu, planteo recomendaciones. Algunas de ellas tienen que ver con la necesidad 
de incorporar en el sistema educativo, junto con Primaria, Secundaria y Educación Técnica, la temática 
de la cárcel, del encierro como una de las líneas generales; completar el proceso de cobertura a cargo 
de la Administración de Servicios de Salud del Estado; implementar urgentemente programas de salud 
mental y de adicciones, y avanzar en el proceso de autonomía del Instituto Nacional de Rehabilitación, 
que necesita recursos, autonomía y poder orientar su rumbo en forma plena. 


Asimismo, hay que superar eso que definí como tortura del confinamiento en solitario, que se 
considera trato inhumano y degradante; difundir las buenas experiencias, y seguir avanzando en la 
formación del personal, como esa excelente experiencia que se hizo en el Centro de Formación 
Penitenciario. 


Se aporta también una serie de medidas concretas, específicas, algunas muy pragmáticas, 
como por ejemplo que haya cámaras en las cárceles, porque no hay cámaras en los patios ni en los 
corredores. A veces hay poco funcionarios, por lo que si ni siquiera hay cámaras, es complicado. Sería 
bueno tener cámaras que nos permitieran observar y tener pruebas en caso de un ilícito. 


Otras medidas apuntan a contar con unidades o espacios para que en las cárceles se instalen 
los ministerios o entidades externas que puedan realizar actividades. 


Planteé cuarenta recomendaciones específicas -tal vez fui un poco extenso-, que quedarán 
sometidas al escrutinio, al debate, pero créanme que si me pasé en la cantidad de texto, fue llevado 
por el entusiasmo por la tarea que ustedes me confirieron. 


SEÑORA PAYSSÉ (Daniela).- Quiero agradecer el informe del comisionado parlamentario, que 
recopila muchas de las cosas que ya nos había adelantado y, por supuesto, hace una síntesis que 
incluye las recomendaciones. 


Quiero preguntar sobre algunas cosas que generaron conflicto en otros informes para que 
queden claras en la versión taquigráfica. 


Estoy mirando rápidamente el informe y veo que en la página 6 de los anexos hay dos 
gráficos que no están en colores -están en blanco y negro-, lo que dificulta diferenciar las muertes 
naturales de los homicidios, de otras causas, de suicidios, etcétera, a pesar de que, previamente -en el 
punto 31-, se dice que durante el período considerado -que es 2006-2016- la mitad de las muertes 
fueron tipificadas como naturales; el 25,7% como homicidios; el 15,9% como suicidios y el 7,9% por 
otras causas, como pueden ser accidentes dentro de un establecimiento. Quiero confirmar estos datos, 
porque reitero que con estas gráficas en blanco y negro se dificulta entender. En la oportunidad 
anterior, hubo un informe similar y la información que trascendió era que el total de muertes era el total 
de homicidios. Deconstruir información es mucho más difícil que construir información. Entonces, me 
parecería más que válido que el comisionado parlamentario me pudiera decir si esto que estoy 
interpretando es correcto. 


Lo otro que quiero plantear es lo siguiente. El señor comisionado parlamentario hacía 
referencia al caso de una madre con siete hijos y a la ausencia del Estado. En ese caso, ¿no sería una 
tarea típica de la OSLA el seguimiento de esa mujer privada de libertad que está teniendo prisión 
domiciliaria? 


Por otro lado, quiero reafirmar algo de lo manifestado. El señor comisionado habló de la 
defensa, que es un problema que todavía no hemos podido resolver. Quizás cuando empiece el nuevo 
CPP y todas las nuevas historias, haya más probabilidades de que eso mejore. Veremos. 


Asimismo, quiero preguntar sobre el capítulo vinculado al confinamiento en solitario -me 
consta que en esto el señor comisionado parlamentario tiene un contencioso con las autoridades- a 
que hizo referencia. Yo parto de la base de que lo que está planteando el señor comisionado 
parlamentario, en términos teóricos, es lo ideal y lo que hay que hacer: cumplir con las Reglas 
Mandela, con los derechos humanos y con las convenciones; comparto todo eso. Ahora, ¿qué 
alternativa plantea el señor comisionado parlamentario a este confinamiento en solitario? Digo esto 
porque los argumentos que han dado las autoridades también son fuertes. Entonces, me gustaría que 
el señor comisionado parlamentario nos diera una mano para tener una mirada que pueda conjuntar 
esas dos cuestiones. 


La última pregunta refiere a la ausencia de cámaras en los establecimientos carcelarios. Me 
llama la atención que sea así, porque hoy hay cámaras en todos lados; casi hasta dentro de nuestros 
domicilios tenemos cámaras. Parto de la base de que en los establecimientos carcelarios debe haber 
cámaras, y tenía la convicción de que había; quizás en algunos hay y en otros, no. Me gustaría recibir 
más información sobre esto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es la hora 17 y no todos los legisladores han tenido oportunidad de dar 
lectura al informe. Si el señor comisionado parlamentario va a responder cinco o seis preguntas que 
realizó la señora legisladora Payssé y luego las interrogantes de los demás legisladores, no nos darán 
los tiempos. 


Sin interrumpir el planteo que van a hacer, ¿les parece bien hacer una sesión extraordinaria 
de la Comisión una vez que todos hayamos leído el informe? Ese día haríamos todas las preguntas y 
los planteos en general. Digo esto porque las autoridades del Ministerio del Interior ya están esperando 
afuera. 


Esto no quita que cada uno de nosotros pueda seguir haciendo su trabajo en forma individual, 
teniendo las conversaciones que entendamos convenientes con el señor comisionado parlamentario, 
frente a las dudas que nos puedan surgir del documento. 


(¡Apoyados!) 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Pedí la palabra para decir precisamente eso: hoy no estamos en 
condiciones de hacer preguntas. Planteo que ya no se realicen más preguntas ni se contesten las ya 
formuladas y que se espere a la próxima reunión que fijemos, luego de leído el informe por parte de 
todos los miembros de la Comisión y de escuchado al señor ministro, a los efectos de podamos 
trabajar con el comisionado parlamentario con mucha más comodidad que ahora y no tener que hacer 
preguntas a las corridas que no va a ser posible que sean respondidas en su mayoría. 


Yo hago mío el planteo de la señora presidenta y, más aún: yo no voy a nacer ninguna 
pregunta, porque me reservo para la próxima sesión a la que se hace referencia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En virtud del acuerdo alcanzado, queremos agradecer la presencia del señor 
comisionado parlamentario, doctor Juan Miguel Petit. 


(Se retira de sala el señor comisionado parlamentario, doctor Juan Miguel Petit). 


—Propongo que el jueves 25 de mayo vayamos a la cárcel de Punta de Rieles y el jueves 
anterior, si están de acuerdo los miembros de la Comisión, estaríamos haciendo la sesión 
extraordinaria. 


(¡Apoyados!) 
—Entonces, quedaríamos así. 
(Ingresan a Sala autoridades del Ministerio del Interior). 


—La Comisión Especial para el Seguimiento de la Situación Carcelaria tiene el gusto de recibir 
al Ministerio del Interior, representado por el ministro, señor Eduardo Bonomi; por la asesora del señor 
Ministro del Interior en materia penitenciaria, señora Rosario Burghi, y por el director del Instituto 
Nacional de Rehabilitación, Comisario Mayor Gonzalo Larrosa. 


En reuniones anteriores de esta Comisión, trasmitimos a los señores legisladores que el 
Ministerio del Interior y su equipo querían tener una reunión con esta Comisión, a la cual le hemos 
agregado algunos temas, tal como lo habrá visto en la versión taquigráfica. 


Mientras estábamos tratando el tema, algunos legisladores plantearon la necesidad de tener 
esta reunión que, a su vez, coincidía con los cambios en el Instituto Nacional de Rehabilitación. Por un 
lado, planteaban cuáles habían sido los motivos y, también, una vez asumida la nueva dirección, 
cuáles son los planes de trabajo que se plantean. 


Asimismo, en el día de hoy, recibimos el informe del comisionado parlamentario, al igual que 
ustedes. Se podrán imaginar que los legisladores no hemos podido hacer una lectura acabada del 
informe, dado que lo recibimos hace muy pocas horas, aunque escuchamos la presentación por parte 
del señor comisionado, por lo que quizás en el planteo general del tema, pueda surgir por parte de los 
propios legisladores algún planteo particular que vaya más allá de la convocatoria que le hicimos. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Nosotros también recibimos el informe, pero a la hora 15. Yo 
estaba realizando otra actividad, por lo que no lo leí. 


Recién nos cruzamos con el señor comisionado parlamentario, quien nos hizo entrega de otro 
informe, que es el mismo, pero más prolijo, así que luego lo leeremos. 


Desde la última presentación ante esta Comisión, ha habido cambios en la gestión del 
sistema penitenciario, empezado por el cambio del director del Instituto Nacional de Rehabilitación y, a 
partir de él, otras modificaciones. 


Vamos a informar en dos instancias. Yo voy a informar acerca de lo que se ha venido 
haciendo y el director informará lo que pretendemos lograr en un futuro. 


Lo primero que quiero informar es que, a partir de la reunión de la Comisión Multipartidaria de 
Seguridad y Convivencia en la Torre Ejecutiva, se planteó que el Instituto Nacional de Rehabilitación 
saliera de la órbita del Ministerio del Interior y que funcionara como un servicio descentralizado, 
teniendo otro ministerio como organismo de referencia. Estamos trabajando en el proyecto de ley de 
descentralización para luego elevarlo al Poder Ejecutivo. Nosotros ya hicimos algo y ya fue al Poder 
Ejecutivo. Ya ha habido algún intercambio, pero tenemos que completar el trabajo para la posterior 
discusión en el Parlamento, porque como habíamos quedado en la Comisión Multipartidaria de 
Seguridad y Convivencia, era un proyecto a ser estudiado y modificado en la discusión parlamentaria. 


En segundo lugar, ha habido cambios de personal a nivel de las direcciones de diferentes 
unidades de internación, lo que apunta a mejorar y desarrollar los sistemas de gestión y las 
intervenciones psicosocioeducativas en cada una de las unidades y del sistema conjunto. 


Por otro lado, se sigue trabajando en la eliminación del hacinamiento. En ese sentido, quiero 
decir que pensamos que tenemos hacinamiento complicado en el módulo 8 del Comcar, en el módulo 2 
de la Cárcel de Canelones y en parte de Las Rosas. Teniendo en cuenta la cantidad de plazas 
penitenciarias disponibles, podemos decir que tenemos mil ciento cincuenta o mil doscientos presos 
más de los que se podrían albergar. 


En realidad, el grado de hacinamiento que tenemos es inferior al 122%, y si este porcentaje 
fuera global, no habría ningún inconveniente porque en término internacionales se considera normal. El 
problema es que esta situación no se da de manera global, ya que en algunos lugares no hay 
hacinamiento, en otros hay poco, y en otros nos da esta problemática. 


Como ya dije, el hacinamiento complicado lo tenemos en el módulo 8 del Comcar, en el 
módulo 2 de la Cárcel de Canelones y en un sector de Las Rosas, en Maldonado. 


Por esta razón, estamos en la línea de reconstruir los módulos 1 y 2 del Comcar, que hace un 
tiempo fueron destruidos durante un motín. Para llevar a cabo dicha reconstrucción se contrató a una 
empresa privada, pero también se contará con el apoyo de técnicos del Sunca, quienes proporcionarán 
capacitación a personas privadas de libertad y harán el seguimiento de la obra. 


Con esta construcción se ampliará la capacidad del Comcar en seiscientas plazas. 


Por otra parte, a mediados de año se terminará la construcción de la cárcel de Punta Rieles 
-se realizó a través de un acuerdo público-privado-, que tendrá capacidad para dos mil personas 
privadas de libertad. De todos modos, cuando se culminen las obras, comenzará el trabajo en la 


denominada línea blanca, que consiste en poner en funcionamiento la cárcel, pero no de manera 
definitiva; lo que se hará es poner en juego las cosas que hay dentro de la cárcel para inaugurarla en 
forma definitiva a fin de año. 


Nosotros pensamos que con esa inauguración se deberían terminar los problemas de 
hacinamiento. 


De todos modos, se va a seguir trabajando en algún otro tipo de construcción, ya que el 
incremento de personas privadas de libertad que hubo el último año fue mayor al de años anteriores, y 
si eso se repite, más adelante podría volver a producirse el mismo problema. 


Además, si se dan las condiciones necesarias, se mantiene la idea de cerrar el celdario del 
Penal de Libertad después de la inauguración de la cárcel de Punta Rieles. 


Por otra parte, en cuanto a la actividad laboral, podemos decir que se continúa el trabajo con 
la brigada de acción ciudadana, en coordinación con las intendencias y otras instituciones del Estado, 
como el MEC. 


Con esta brigada se están realizando trabajos de reconstrucción de escuelas públicas, 
limpieza de áreas verdes en algunos departamentos del país, tareas de cortafuego con la Dirección 
Nacional de Bomberos y trabajos de limpieza en los departamentos afectados por desastres naturales. 


Asimismo, algunas personas privadas de libertad -hombres y mujeres- trabajaron de manera 
zafral durante la cosecha de la uva en bodegas de Canelones. 


Además, con personas privadas de libertad del polo industrial se están llevando a cabo obras 
de reconstrucción en la rambla de Parque del Plata; esta actividad se está realizando a través de un 
acuerdo entre la Intendencia de Canelones y el polo industrial. 


Por otro lado, en la chacra del Centro N* 2, en Canelones, se continúa produciendo 
hortalizas, que se utilizan para el autoabastecimiento de las unidades penitenciarias. 


Por tanto, a la fecha se encuentran trabajando un total de 4.053 personas privadas de 
libertad, lo que representa un 36,7% del total de la población penitenciaria. 


Por otra parte, en cuanto a la capacitación en el área educativa formal, se está procesando la 
inclusión del ciclo académico en los tres niveles de enseñanza a nivel nacional. El período anterior se 
cerró con 2.135 personas privadas de libertad integradas a esta área educativa, y esperamos que este 
año se amplíe la cantidad, ya que se coordinó con el MEC para aumentar la oferta de educación 
formal. 


Por otro lado, en el área educativa no formal, al cierre de 2016, había 1.364 personas 
privadas de libertad integradas a esta capacitación, y en abril de 2017 ya contamos con 2.047. 


La actividad de educación no formal se realiza con el apoyo de organismos no 
gubernamentales, religiosos, privados y públicos, como las intendencias. 


Asimismo, el sistema de gestión carcelaria se continúa desarrollando en las unidades de 
internación, principalmente en zonas del interior, aunque actualmente se están incorporando los datos 
de las visitas familiares que se realizan en todas las unidades en las que el sistema está funcionando. 


Con respecto a la atención a personas privadas de libertad, madres con hijos y gestantes, 
podemos decir que las mujeres privadas de libertad, a nivel nacional, hasta el 25 de abril, son 
seiscientas treinta, y cuarenta y seis son madres con hijos. 


Hay dos unidades de internación para mujeres privadas de libertad, la N* 5 y la N* 9, las que 
están ubicadas en la zona metropolitana. 


Por otro lado, en las unidades mixtas, a nivel nacional -hablamos de diez unidades, las 
mujeres privadas de libertad se alojan de forma independiente a los hombres; asimismo, en seis 
unidades las mujeres se encuentran en sectores separados, pero dentro del mismo predio. 


La cantidad de niños en las unidades de internación del país asciende a cincuenta y dos, y las 
gestantes a dieciocho; además, cuatro de estas gestantes se encuentran en uso de la medida 
asegurativa de prisión domiciliaria, en unidades del interior. 


La mayoría de esta población, es decir, diecisiete mujeres y dieciocho niños, se encuentra en 
la Unidad N* 9 -unidad de madres con hijos-, que se ubica en Colón, y nuclea a la población 
metropolitana; le sigue Salto con once madres y once niños. 


La idea no es tener a los niños en privación de libertad, sino que se sustituyan las medidas de 
prisión por medidas asegurativas de prisión domiciliaria en los tres últimos meses de embarazo y tres 
primeros de lactancia, de acuerdo a lo que establece el artículo 131 del Código del Proceso Penal. El 
artículo 131 del Código del Proceso Penal, "Medidas de seguridad provisional para imputados y 
condenados enfermos y otras situaciones especiales", dice: "[...] Si se tratare de enfermedad grave o 
de circunstancias especiales que hicieran evidentemente perjudicial para el imputado su internación 
inmediata en prisión, o la continuidad de la privación de libertad en el centro de reclusión en que se 
encuentre, el Juez podrá, previo los peritajes que estime pertinentes, disponer la prisión domiciliaria u 
otras medidas asegurativas.- Igual criterio se adoptará respecto de la situación de la mujer cuando se 
encuentre en los últimos tres meses de estado de gravidez, así como durante los tres primeros meses 
de lactancia materna. En tal caso, el Juez requerirá previamente informe pericial del Instituto Técnico 
Forense acerca de la conveniencia o necesidad respecto de la adopción de la medida". 


Por otra parte, consideramos necesario implementar mecanismos para que otras instituciones 
especializadas en atención a niños y niñas asuman la atención y seguimiento de las madres y niños en 
esta situación en pos del interés superior del niño. Por tal razón, consideramos que no es solución 
adecuada la creación, como se recomienda, de pequeños centros, sino que se debe trabajar para 
reducir al máximo la permanencia de niños y niñas en unidades penitenciarias, porque entendemos 
que el contexto penitenciario no contribuye positivamente a la crianza del niño. Pensamos que no es 
positivo lo que actualmente permite la ley; entendemos que se debe cambiar. Un niño puede estar con 
su madre privada de libertad hasta los cuatro años y esa permanencia puede extenderse cuatro años 
más. Nos parece absolutamente inconveniente que un niño permanezca ocho años en una cárcel. 
Pensamos que la permanencia debe limitarse a dos años, y extenderse dos años más si existieran 
fundadas razones. 


En la rendición de cuentas se proyecta la construcción de un edificio adicional en un predio 
ubicado detrás de la Unidad N* 5, para alojar a las madres con hijos en la zona metropolitana, que 
permita una atención más adecuada, en tanto se definen otras políticas. La actual ubicación de estas 
personas privadas de libertad es provisional, tal como lo habíamos planteado antes de la mudanza de 
la Unidad El Molino. Un paso hacia esa interinstitucionalidad que estamos planteando fue la aprobación 
del protocolo de actuación para la coordinación institucional en el marco de atención a niños, niñas y 
adolescentes con responsables en situación de privación de libertad, por parte de las siguientes 
instituciones del Estado: Ministerio del Interior, Ministerio de Desarrollo Social, Poder Judicial, INAU, 
Instituto Nacional de Integración Social del Adolescente y Comité de los Derechos del Niño Uruguay. 
En los pasados 20 y 21 de abril se llevó a cabo la capacitación sobre dicho protocolo, con la asistencia 
de 120 funcionarios de las diferentes instituciones mencionadas. De esta forma, estos funcionarios 
capacitados serán quienes difundan la aplicación en sus organismos. 


En la Unidad N?* 5 se realizan talleres semanales con las madres gestantes, dirigidos por el 
Programa Uruguay Crece Contigo, trabajándose todo lo que refiere al cuidado del embarazo, 
fortalecimiento del vínculo bebé-madre, parto, derechos y deberes de la maternidad y el taller de 
expresión plástica en los que realizan manualidades a la espera del bebé. 


En cuanto a la Oficina de Seguimiento de Libertad Asistida -OSLA.-, ante la puesta en vigencia 
del nuevo Código del Proceso, trabajamos para fortalecer los mecanismos de control y seguimiento de 
las personas privadas de libertad, con medidas alternativas a la prisión. En ese sentido, se contrató 
una consultoría del CEJA -Centro de Estudio de Justicia de las Américas-, a fin de obtener 
herramientas técnicas adecuadas para dar atención a la nueva situación jurídica de las personas 
privadas de libertad y continuar el proceso de rehabilitación incorporando la nueva normativa. 


Ahora me voy a referir al número de muertes en Unidades. Si bien se mantiene el número de 
personas privadas de libertad fallecidas con relación al 25 de abril de 2016, los casos de homicidios 
bajaron sustancialmente, pasando de cinco en 2016 a uno en lo que va de este año. Asimismo, se 
constató el incremento en tres casos de suicidio y dos por muerte natural. 


En cuanto a los recursos humanos, debemos decir que de los llamados a operadores 
penitenciarios se seleccionaron doscientas personas que recibirán su capacitación a partir de este año. 
Se destinarán, principalmente, a la Unidad N* 1, que es la de Punta Rieles, la cárcel por acuerdo 
público-privado. Se incorporó un cambio en la currícula del Centro de Formación Penitenciaria para 
especializar a los operadores en materia técnica de tratamientos de rehabilitación y de seguridad, 
incorporando el uso de escopetas, así como técnicas de actuación ante alteraciones producidas por 
personas privadas de libertad. Con este cambio trabajamos en el proceso de descentralización a 
efectos de ir incorporando personal civil en la atención directa a las personas privadas de libertad 
quedando, de acuerdo a este proyecto, la Guardia Republicana únicamente para atención de la 
seguridad perimetral. 


Consideramos importante no solo la capacitación desde el punto de vista técnico, sino 
también apoyar a los recursos humanos en la atención a la parte emocional del personal frente a las 
tareas que desarrollan. En este sentido, en 2015 se inició -y aún continúa- el proceso de formación en 
psicodrama, siendo Uruguay el único ejemplo en América Latina en este tipo de formación, en el que 
funcionarios penitenciarios se capacitan en esta especialidad cuyo objetivo es crear el sentido de 
pertenencia al sistema penitenciario, trabajando de manera grupal sobre su propia subjetividad. Este 
proceso se lleva a cabo también en la Dirección Nacional de Educación Policial con los cadetes que 
ingresan y en la Guardia Republicana. 


Tengo aquí los cambios que se van a plantear en la rendición de cuentas. Pero me gustaría 
exponerlos luego de que haga uso de la palabra el director Larrosa. Aclaro que los cambios que se 
plantean en la rendición de cuentas no tienen costo, sino que se propone redireccionar recursos de la 
Cartera para fortalecer el trabajo en el INR. 


SEÑOR LARROSA (Gonzalo).- Brevemente desarrollaré las metas y acciones estratégicas. El equipo 
de capacitación viene trabajando en ese aspecto. Básicamente, en el marco de la propuesta, el 
Gabinete ha trabajado en dos herramientas de planificación que orientan las líneas estratégicas a 
mediano y corto plazo. 


Se tomó el plan estratégico 2017-2019, con cinco ejes estratégicos: un marco legal 
actualizado, para acompañar la reforma del sistema penitenciario uruguayo; la profesionalización del 
personal penitenciario; el trabajo en las intervenciones técnicas; la seguridad para garantizar la 
integridad y los derechos humanos de las personas privadas de libertad y los actores del sistema, y la 
gestión y administración eficientes. 


Estas líneas que se vienen desarrollando tienen que ver con el plan operativo anual 2017. A 
partir de ello, se desarrolló esta síntesis complementaria que reúne los principales focos del trabajo 
conjunto. 


La meta 1 tiene que ver con el mejoramiento y la ampliación de la infraestructura 
penitenciaria, que el señor Ministro ya mencionó. La Unidad  N* 1, producto de la ley de participación 
público-privada -más conocida como PPP-, se desdobla en cinco ejes. El primero tiene que ver con la 
planificación de los recursos humanos. El segundo, con la planificación del proceso de alojamiento de 
las dos mil personas privadas de libertad, a través de la preselección y entrevistas de traslado 
-primarios que ingresen al centro de diagnóstico y traslado desde unidades del área metropolitana. La 


primera etapa -como ya dijo el señor ministro-, tiene que ver con la marcha blanca; así se llama a los 
primeros internos que van a ir cubriendo los servicios que prestará la unidad, o sea que no se va a 
llenar la cárcel. En esta primera etapa, los internos ocuparán puestos de servicios. 


El tercer eje tiene que ver con la planificación y reorganización del centro de ingreso y 
diagnóstico, que estará en la Unidad N* 1, o sea que sale de la vieja Jefatura 


El cuarto eje refiere a la planificación del funcionamiento y la estructuración del régimen 
cotidiano. 


El quinto eje está relacionado con la articulación con otras instituciones para la prestación de 
servicios: ASSE, ANEP, Inefop, Universidad de la República e Intendencia de Montevideo. 


Con respecto a la Unidad N* 4, ex-Comcar, se está trabajando en la refacción de módulos y 
creación de nuevas plazas en los ya mencionados módulos 1 y 2, con una visión especialmente 
educativa. 


Además, se está trabajando en la clasificación de la población. Se continúa con la 
reorganización de los módulos según criterios de progresividad. En este marco, se procede a la 
creación del módulo de ingreso, el actual Módulo 6 del Comcar. 


También se está trabajando en la separación de áreas y delimitación de corredores de 
circulación dentro del Comcar, con creación de puestos y garitas para el control de los movimientos 
internos. 


También hay un aumento de la cobertura y diversificación de la oferta socioeducativa a través 
de la educación, trabajo, la ocupación, el deporte y la recreación. Estos tópicos refieren a las políticas 
de intervención generales. 


En lo que refiere a gestión ambiental, se está trabajando fuertemente en el tratamiento 
sustentable de los residuos, la higiene de los espacios de alojamiento, las áreas programáticas, las 
áreas verdes y los espacios comunes, a través de la instauración de municipios; se visualiza el Comcar 
a través de municipios con usinas y brigadas descentralizadas. Esto se está implementando con esas 
brigadas y se está haciendo un trabajo intenso para remover los residuos acumulados. 


Además, tenemos el nuevo modelo de gestión, con operadores en los módulos de mayor 
progresividad, lo que posibilita la recuperación de personal policial para otras tareas específicas de 
seguridad. Como ejemplo, en el Módulo 8 tenemos a doce operadores trabajando en la intervención 
directa, pero como también los habrá en el resto de los módulos, llegaremos a un total de cincuenta y 
cuatro operadores nuevos, lo que nos permitirá dedicar policías a la función netamente de seguridad. 


En este nuevo modelo de gestión se contará con un modelo regimental pautado por 
actividades socioeducativas. En el material que obra en poder de los señores diputados podrán 
observar un mapa con la diagramación que estamos analizando para el Comcar, con la división en 
cuatro áreas y la creación de un área de ingresos y de los módulos 1 y 2 en el área educativa. 


La meta 2 tiene que ver con la profesionalización de las funciones penitenciarias. Esto se está 
abordando desde la delimitación de los niveles de intervención de la Policía, el establecimiento de 
parámetros y protocolos en la función de seguridad -cuándo, cómo y de qué manera-; la delimitación y 
protocolización de la intervención de los operadores y el personal técnico en forma responsable en esta 
etapa de transición, ubicándolos en los lugares en los que puedan desarrollar sus capacidades en 
forma segura. Finalmente, se apunta a la especialización de la función civil, que se desdobla en 
seguridad e intervención socioeducativa, formación especializada, ingreso a las funciones y servicio 
permanente. Quiero especificar en cuanto a la especialización de la función civil, para ir retirando 
paulatinamente a la Policía hay que entrenar a los operadores, tanto en funciones de intervención 
socioeducativa como de seguridad. 


La meta 3 refiere a seguridad para garantizar la vida y los derechos humanos de las personas 
privadas de libertad, los familiares y funcionarios penitenciarios y extrapenitenciarios -educadores y 
demás agentes que intervienen en el sistema-, a través de dos pautas: la seguridad interna y la 
seguridad externa. En lo que tiene que ver con la seguridad interna, estamos avanzando en la gestión 
centrada en los operadores y, en algunos casos, manteniendo a la Policía en proceso de transición. La 
seguridad externa está bajo responsabilidad de la Guardia Republicana en lo que refiere a custodia de 
hospitales, sala penitenciaria y juzgados, en la última etapa, así como ingresos a las unidades y 
situaciones de emergencia. Actualmente, el apoyo que tenemos de la Guardia Republicana, 
especialmente en el Comcar, es muy importante para la estabilización y el control de la seguridad. 


Asimismo, estamos trabajando con la Guardia Republicana para conformar el departamento 
de seguridad penitenciaria que estará en todas las unidades de privados de libertad. Está previsto que 
en el proceso de descentralización la presencia del Ministerio del Interior quede con la Guardia 
Republicana; me refiero a intervenciones tácticas y equipo de negociadores. La Guardia Republicana 
tiene su equipo de negociadores; nosotros tenemos en el INR gente preparada en esos temas y 
estamos trabajando la agenda en conjunto. 


La meta 4 refiere a la profundización de las intervenciones técnicas e involucra siete líneas de 
trabajo. 


La primera tiene que ver con la reformulación del centro de ingreso y diagnóstico a través de 
entrevistas diagnósticas y con una nueva pauta que se está trabajando, la detección de alertas y casos 
de riesgo y el cambio del equipo de trabajo, que es lo que ya se ha hecho. 


La segunda línea de trabajo implica un proceso de clasificación de la población, con escalas 
de riesgo en conjunto con la Udelar. Se está trabajando en determinar las pautas y las escalas de 
riesgo. 


La tercera refiere a la profundización de los programas generales de intervención, que tienen 
que ver con educación y cultura, emprendimientos productivos y laborales y deporte y recreación. 


La cuarta se vincula con el nivel del desarrollo y la evaluación de los programas específicos 
de intervención, que abarcan poblaciones específicas. Entre ellos, están el de madres con hijos, 
mujeres, personas extranjeras, ofensores sexuales, personas violentas, personas con consumo 
problemático de sustancias y personas con discapacidad. 


La quinta línea de trabajo tiene que ver con la evaluación del modelo regimental de 
intervención y la sexta, con las mesas interinstitucionales de trabajo sobre consumo problemático, 
salud mental, discapacidades y extranjeros, que ya están funcionando; los equipos están trabajando en 
esas áreas. 


La séptima tiene relación con el plan de fortalecimiento de las medidas sustitutivas de la 
OSLA. Ante la puesta en vigencia del nuevo Código del Proceso Penal y la Ley N* 19.446, nos 
proponemos potenciar esta oficina. Recuerden que la OSLA tiene un alcance de 40 kilómetros en la 
zona metropolitana y se propone que tenga un alcance nacional. Se está trabajando con la consultoría 
de la CEJA -dependiente de la OEA., en vista de que por este medio se nos aportará información útil 
para tomar decisiones. 


La meta 5 tiene que ver con la gestión y administración eficiente e involucra mejoras en la 
gestión del personal. En este marco, en primer lugar, se está estudiando el mapeo de todos los cargos 
a cubrir mediante vacantes por creación legal y transformaciones de cargos L -policiales- en cargos S 
-escalafón penitenciario, que corresponde a los operadores-, además de las vacantes por ascenso. 


En segundo término, se pretende ocupar cargos solo con operadores. Esto es posible si 
formamos a los operadores en seguridad. Debemos aclarar que el decreto vigente nos permite que 
usen escopeta, al igual que los policías. Esta es una salvedad importante porque, ante la posibilidad de 
disturbios, si la policía no está, ¿quién va a actuar? Lo van a hacer los operadores. 


En tercer lugar, se dará prioridad en la ocupación de cargos a la Unidad N* 1, en Punta de 
Rieles. Los cargos que quedan disponibles van a para el resto del sistema. 


En cuarto término, se implantará un nuevo sistema de horarios para los funcionarios policiales 
penitenciarios y nocturnidad, a partir de la Ley Orgánica -que incluye a los operadores-, además del 
uso del reloj biométrico, auditorías, reorganización de viáticos, distribución del personal y salud 
ocupacional, y limitación del alcance por falta de conectividad. 


Finalmente, se planifica la renovación en los equipos de dirección. En este sentido, ya se 
iniciaron varios cambios. Nosotros llevamos cuatro semanas al frente de la Dirección, y se continúa con 
algunos cambios de directores en unidades que se entienden claves para agilitar el proceso de 
transformación. 


En lo que tiene que ver con el Cefopén (Centro de Formación Penitenciaria), que está 
ubicado en la calle Cabildo, estamos trabajando para formar especialidades de operadores a través del 
operador que está relacionado con el tratamiento y el operador en materia de seguridad, con las 
mismas funciones que tiene el policía penitenciario: uso de escopeta y primera línea de actuación ante 
problemas de seguridad. Esto tiene relación, básicamente, con la formación integral del operador, que 
debe poder desdoblarse en las dos funciones. 


En cuanto al operador, se está trabajando con los programas en régimen de máxima 
seguridad, etcétera. 


También se realizarán pruebas para el ingreso a la función a través de concursos. 


Con respecto a la OSLA (Oficina de Supervisión de Libertad Asistida), ante la puesta en 
vigencia del nuevo CPP, nos planteamos potenciarla y darle el alcance nacional en la órbita del INR. 


Básicamente, estas son las líneas de trabajo que estamos desarrollando en el Instituto 
Nacional de Rehabilitación en estos días. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Quisiera puntualizar lo que dije al final acerca de lo que creemos 
que tenemos que introducir en la rendición de cuentas. 


Antes, quiero hacer un comentario sobre lo que estaba diciendo el director. Cuando llamamos 
a operadores penitenciarios civiles para 160, 200 o 300 cargos, se presentan 5.000 mil aspirantes, lo 
que permite realizar una selección mucho más estricta que la que hicimos en la primera instancia, 
cuando llamados para 100 operadores y entraron 17, porque no llegaban a anotarse los que se 
necesitaban y, luego de la selección posterior, quedaban menos. En este momento no está pasando 
eso; se anota una cantidad muy importante y con más capacitación que la que tenían quienes se 
inscribieron en la primera instancia, lo que nos permite hacer un trabajo mucho mejor. 


Con respecto a la rendición de cuentas, en cuanto al personal nos planteamos continuar el 
proceso de ingreso de funcionarios civiles como operadores penitenciarios a cumplir tareas en las 
unidades de personas privadas de libertad. Para eso se proponen los siguientes cargos: 100 cargos de 
operador Grado 1, 10 cargos de operador Grado 4, 20 cargos de supervisor Grado 5 y 2 cargos de 
alcalde mayor Grado 8; en total son 132 cargos. 


Se proponen estos cargos y grados en el entendido de que debe cuidarse una adecuada 
evolución de la pirámide del escalafón S. Estaban entrando operadores penitenciarios Grado 1 y Grado 
3, pero la escala se completa con funcionarios policiales y no con funcionarios del escalafón civil. 
Entonces, para completar la escala hay que producir nuevos ingresos. Y se crean cargos con grados 
altos, habilitando que tengamos funcionarios civiles, con el grado adecuado, para dirigir 
establecimientos importantes, lo cual amerita tener un grado superior a los que existen actualmente. 


Reitero que, en breve, el Ministerio pondrá a funcionar la unidad de participación público- 
privada, que implicará un salto en calidad en el sistema penitenciario. Este establecimiento operará con 
funcionarios civiles, lo cual es de suma relevancia para el sistema. Pero debemos pensar cómo seguir 
fortaleciendo al INR y al resto de las unidades de personas privadas de libertad con funcionarios 
civiles, razón por la cual proponemos la creación de cargos mencionada. 


Para la financiación de estos cargos se propone la eliminación de determinados cargos, sobre 
todo del escalafón L, que ya no tienen razón de ser dentro del sistema, como el subescalafón 
especializado, entre otros. Además, se propone la eliminación de algunos cargos de particular 
confianza. 


Con respecto a los cargos que se crean, se resalta también que tienen como destino 
fortalecer la Oficina de Supervisión de Libertad Asistida, que está encargada de gestionar las medidas 
alternativas y sustitutivas a la prisión y las libertades vigiladas. Entendemos que el rol que cumplirá 
esta oficina a partir del nuevo Código del Proceso Penal es clave y, por eso, la necesidad de que sea 
reforzada con personal adecuado. Es de referir que este proceso ya está encaminado. 


El Ministerio y el INR están trabajando y realizando los estudios correspondientes con apoyo 
de la consultoría del CEJA, que serán entregados en breve, para que la OSLA pueda asumir los 
desafíos que tiene por delante. 


Por último, reiteramos que todos estos cambios apuntan a que podamos cumplir con la 
descentralización progresiva, que tiene como plazo máximo el 1% de febrero de 2021. Habíamos 
quedado en que, si se avanzara antes, se lograrían las metas previo a esa fecha, pero lo que no puede 
suceder es llegar al año 2021 sin que haya una descentralización bastante importante en varias 
unidades. 


Cada dos años pedimos que se extienda la autorización para que las Fuerzas Armadas 
cumplan con la guardia perimetral; de hecho, en unos meses tenemos que hacer esa gestión. Pero en 
este caso no vamos a hacer la solicitud por ese plazo, sino que pensamos presentar un proyecto de ley 
por el cual la autorización se mantenga hasta el 1? de febrero de 2021. Entonces, cuando se produzca 
la descentralización a través de un servicio descentralizado, se podrá establecer una solución definitiva 
para la guardia perimetral. Reitero que pensamos enviar un proyecto de ley en ese sentido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos al señor ministro y al director del INR por la información que 
nos han brindado, que es complementaria de la que veníamos a solicitar, más que nada con respecto 
al plan de acción y de trabajo. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Agradecemos al señor ministro y al señor director del INR su 
presencia en la Comisión en la tarde de hoy. 


Hay algo que condiciona mi intervención y aún más la respuesta, porque los planteos que 
podíamos hacer estaban sustentados en el informe que el Comisionado Parlamentario del Sistema 
Penitenciario realizó, que el ministro no leyó y con el que nosotros recién hemos tomado contacto. No 
obstante, me gustaría conocer algunas opiniones con relación, fundamentalmente, a algo que 
planteaba el señor director del Instituto Nacional de Rehabilitación, que habló de una serie de metas y 
acciones estratégicas. Me gustaría conocer si están calendarizadas, o sea, si el plan que se ha 
elaborado, tiene un calendario establecido. 


Voy a empezar por el principio, reconociendo que ha habido una mejora indiscutible y que se 
ha hecho un esfuerzo. No seríamos justos si no reconociéramos eso. Como nos gusta jugar en la 
cancha grande, queremos empezar por eso, lo cual no quiere decir que todo esté bien, porque, según 
hemos podido leer en el informe presentado por el Comisionado Parlamentario del Sistema 
Penitenciario, más del 60% del sistema penitenciario presenta malas o muy malas condiciones de 
reclusión. Esto consta en el informe. No voy a leerlo, pero creo que va a ameritar otra visita del señor 
ministro, porque no sería justo de mi parte pretender que él dé opinión sobre algo que no ha leído. 


Voy a hacer la siguiente reflexión. Me gustaría que llegara un momento en el cual hubiera un 
plan estratégico que no dependiera del director de turno del Instituto Nacional de Rehabilitación. De lo 
contrario, cada vez que se va uno parece que empezamos de cero. 


Debo reconocer al comisario mayor Larrosa por ser el primero de todos los directores que han 
pasado durante estos años por el INR -que no han sido pocos- que vino con algo escrito. 


Repito que lo que más me preocupa es la calendarización de este plan de objetivos que 
empieza en 2017 y termina en 2019. ¿Qué podemos esperar? ¿Cuándo comenzarán a verse algunas 
mejoras? Todos reconocemos que ha habido un avance, que hay personal -aunque no el suficiente-, 
que se ha trabajado en dirección de la civilidad -por decirlo de alguna manera- del funcionariado del 
CNR, etcétera, pero nos interesa saber cuándo podremos empezar a ver algún resultado y qué es lo 
que podemos esperar en el primer y segundo semestre de 2017 y en el correr del año 2018. Me parece 
que eso nos permitirá a todos conocer si son ambiciosos o no los objetivos que se plantean. 


Por otra parte, me gustaría conocer la opinión del ministro y también del señor director -ya 
que anteriormente fue también director del Comcar, aunque asumió la responsabilidad por poco 
tiempo- sobre el informe que sistemáticamente recibimos del Comisionado Parlamentario en cuanto a 
que los módulos 8, 10, 11 y 12 del Comcar están en condiciones indebidas -por utilizar un término 
generoso-, teniendo en cuenta lo que debe ser un sistema de reclusión que no sea cruel, ni inhumano 
ni degradante, que es la forma en la que lo define la convención internacional contra la tortura. Me 
gustaría saber si ha habido mejoras y qué podemos esperar a corto plazo. Lo planteo porque se llegó a 
poner como ejemplo que, en alguno de estos módulos, de noche había solo uno o dos funcionarios 
encargados de la vigilancia y de la seguridad. Se dijo también -hoy el Comisionado Parlamentario 
señaló que ya no era más así- que los presos de noche salían, etcétera. 


También queremos saber sobre la situación compleja de los celdarios 1 y 2 del Penal de 
Libertad, de los pisos 4” y 5” del Centro Metropolitano de Rehabilitación Femenino y de la unidad N* 7 
de la Cárcel de Canelones, en el Módulo 2. Ahí estarían los mayores problemas. Ya hemos discutido 
sobre esto y en el pasado se anunciaron algunas medidas; ahora queremos saber qué se ha hecho en 
este último tiempo para mejorar la situación. 


Por último, quiero desearle buena suerte en la gestión al señor comisario mayor Larrosa, que 
inició hace poco tiempo la dirección del Instituto Nacional de Rehabilitación. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Me sumo a la bienvenida del señor ministro, del señor director del Instituto 
Nacional de Rehabilitación y de la doctora Burghi. 


Yo también quiero celebrar las mejoras y las buenas noticias que hoy mismo hemos recibido, 
primero por parte del Comisionado Parlamentario en cuanto a aquellos aspectos que claramente 
indican una evolución favorable, y también con relación a buena parte de lo que el ministro vino a 
anunciarnos, no solo en términos de lo que ya se ha concretado, sino también de lo que la 
Administración se propone impulsar para el futuro. Sin perjuicio de ello -también lo dijo el Comisionado 
Parlamentario y en eso estoy seguro de que todos estaremos de acuerdo-, estamos muy lejos de lo 
que en esta materia pueda llegar a considerarse ideal o satisfactorio y alineado con los estándares 
internacionales, más allá del dato del hacinamiento que el señor ministro proporcionaba hace un rato. 


Yo quiero hacer tres preguntas bien concretas con relación a tres aspectos específicos, dos 
de los cuales han sido mencionados por el señor ministro. 


En primer lugar, entre las buenas noticias creo que tenemos que celebrar la apertura de la 
nueva Cárcel de Punta de Rieles y de las dos mil plazas que contendrá lo que, sin duda, ayudará 
significativamente a mejorar las condiciones de reclusión de las personas privadas de libertad. Tengo 
entendido que se trata de una construcción con un nivel de tecnificación muy importante y con un muy 
significativo manejo tecnológico en el funcionamiento carcelario. 


El ministro recién decía que para mediados de año se espera la culminación de la obra. Me 
gustaría saber en qué momento se concretará su inauguración y puesta en funcionamiento, por una 
razón que tiene que ver con lo que quiero preguntar. Me imagino que a esos efectos es necesario 
contar con el personal correspondiente, como está mencionado en una de las metas que reseñaba el 
señor director del INR, pero supongo también que ese personal que se destine a la administración y a 
la gestión carcelaria en la nueva Cárcel de Puntas de Rieles deberá tener condiciones de preparación 
o de capacitación tal vez distintas a las habituales, por la condición que señalé antes. En función de 
que se está pidiendo la incorporación de personal en la próxima rendición de cuentas, no sé si el 
propósito del Ministerio es solicitar la vigencia inmediata de la posibilidad de contratar a ese personal o 
si se esperará la vigencia de la futura ley presupuestal, que entrará en vigor el 1%? de enero del año 
próximo. En definitiva, lo que quiero saber es cómo calza una cosa con la otra para tener una 
estimación -el Ministerio la debe tener- de cuál será el momento preciso o aproximado de la puesta en 
funcionamiento de la nueva cárcel y del traslado de los presos que estén en recluidos allí. 


La segunda pregunta tiene que ver con un aspecto que mencionó el ministro al final de su 
exposición, que por supuesto todos compartimos: me refiero a la prórroga de la custodia del perímetro 
carcelario por parte de las Fuerzas Armadas. Creo que todo el país sabe que esa solución ha generado 
un amplio consenso y que, sin duda, ha sido una decisión satisfactoria. Pero el ministro también nos 
anunció -esta es una cuestión de tiempos- que la prórroga que piensa remitir al Parlamento ya no será 
por dos años sino hasta el año 2021 -estamos a cuatro años de esa circunstancia- y, si no entendí mal, 
condicionó eso a la creación del nuevo Instituto Nacional de Rehabilitación, en términos de servicio 
descentralizado. Mi pregunta es cómo condice una cosa con la otra; alguna razón habrá, yo no la 
conozco. Presumo que la creación del nuevo instituto no debería demandar demasiado tiempo si el 
Poder Ejecutivo ya tiene el anteproyecto muy avanzado y hay voluntad política para aprobarlo 
rápidamente en el Parlamento. Reitero que tal vez me falte un dato intermedio que es el que estoy 
solicitando al señor ministro y a la delegación. 


Sin pretender internarme en cuestiones que hacen a la valoración del informe anual del 
comisionado parlamentario -el ministro no ha tenido tiempo de leerlo y nosotros apenas hemos 
escuchado un resumen ín voce por parte del propio comisionado-, la tercera y última pregunta tiene 
relación específica con el Módulo 12, que también mencionaba el diputado Penadés. 


Hace pocos minutos el comisionado nos notificó de una realidad que es preocupante y que en 
términos del cumplimiento de las normas internacionales de los derechos humanos, nos vemos en la 
necesidad de trasladar al señor ministro. Inclusive, creo que la realidad de este módulo es distinta a la 
de los Módulos 8, 10 y 11 en la medida en que aquí estamos hablando de confinamiento solitario, que 
el doctor Petit -lo digo porque quedó en la versión taquigráfica- definió como una situación equivalente 
a la tortura. No la define técnicamente como tal porque sin duda allí falta la intención de torturar, pero 
las condiciones de reclusión se asemejan a ello. 


Específicamente sobre la situación del Módulo 12, quisiera saber si el ministerio hace la 
misma lectura y, en caso afirmativo, si tiene previsto o está analizando, no sé si decir la flexibilización 
de las condiciones de reclusión o alguna reforma en tal sentido, a los efectos de corregir lo que 
aparentemente no está adecuado a las normas internacionales y constitucionales del Uruguay; me 
refiero a la situación de este sector del Comcar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Voy a contestar una parte de lo que se ha preguntado; después 
el director Larrosa ampliará las respuestas. 


En cuanto a si las metas están calendarizadas, el plan estratégico es para el período 2017- 
2019, y hay algunas cosas que surgen de la propia enunciación. 


Consideramos que es muy importante la puesta en funcionamiento de la Unidad N* 1 y dije 
que empezaría a funcionar en diciembre, que la Línea Blanca se empezaría a instrumentar a mediados 
de año, y que a fin de año se ¡iba a inaugurar con su funcionamiento a pleno. Eso hace al calendario. 


Tanto el director como quien habla dijimos que la formación de los operadores penitenciarios 
es imprescindible para este funcionamiento y hablamos del ingreso de doscientos sesenta operadores, 
que ya fueron seleccionados. 


Entonces, la meta empieza ahora con la formación, que debe estar completa antes de 
diciembre, porque es de seis meses. Ahí también hay calendarización. Lo mismo ocurre con 
Operadores que no van a trabajar en la Unidad N* 1, sino en otras. 


El director hemos manifestamos que habíamos evaluado que la primera formación de los 
operadores penitenciarios fue incompleta, porque no encaramos tareas de seguridad. Es decir, en el 
desarrollo de su trabajo no participaron de esas tareas, pero si el INR se va a independizar del 
Ministerio del Interior, obviamente, los funcionarios civiles también deben tener principios de seguridad. 
Por lo tanto, ese tema se va a incluir en esa formación, lo que no se había hecho anteriormente; 
estaban habilitados para usar escopeta, pero no tenían idea de cómo hacerlo; los próximos estarán 
habilitados en tal sentido. Eso también implica calendarización. 


A su vez, hay que tener en cuenta que a veces el calendario se modifica por lo que sucede. 
Por ejemplo, nosotros ingresamos en el 2010 y nos encontramos con un sistema carcelario con ocho 
mil quinientas personas privadas de libertad y con un anuncio de que a fin de año serían diez mil; lo 
cierto es que no tuvimos esa cantidad de personas privadas de libertad hasta que empezamos esta 
nueva gestión. Es decir que durante cinco años no aumentó la población carcelaria en mil quinientas 
personas. Sin embargo, en el último año aumentó en mil doscientas o mil trescientas y ese incremento 
determinó que se enlenteciera lo que teníamos planteado, porque debemos que responder a un 
crecimiento que determinó que las construcciones que se hicieron se tornaran insuficientes. En 
determinado momento no hubo hacinamiento, pero después sí existió ante el aumento del número de 
personas privadas de libertad. 


Creo que los planes no dependen del director del momento, sino que hay una línea general; 
lo que hace el director es adecuarla a lo que tiene por delante, pero los lineamientos están dados en el 
plan general. La instrumentación de ese plan sí depende de quien esté dirigiendo en cada momento. 


Insisto en que no leí el informe, pero sin haberlo hecho digo que conversamos con el 
comisionado parlamentario y hasta hace tres o cuatro meses podíamos coincidir en que el problema de 
hacinamiento estaba en los Módulos 8, 10 y 11; hoy está en el 8 y no en el 10 ni el 11. Es más, 
públicamente dijimos que teníamos un problema en los Módulos 8, 10 y 11. Actualmente los problemas 
de los Módulos 10 y 11 son otros, no es el hacinamiento. Y el director me decía en voz baja -yo lo 
repito, porque es así- que el descenso del número de homicidios de cinco a uno en lo que va del año, 
tiene que ver con el trabajo de la Guardia Republicana dentro de la Unidad N* 4, que ha impedido 
muchas de las cosas que sucedían en los Módulos 10 y 11, y que no tenían que ver con el 
hacinamiento. Todavía no está superado ese problema diferente al hacinamiento, que es de 
convivencia, cuando tantean hasta dónde pueden ir con quienes los cuidan. El problema está presente 
pero se va avanzando. 


En cuanto al Módulo 12, está incorporado a los problemas y más allá de que no leí el informe, 
desde hace tiempo tenemos una diferencia con el comisionado parlamentario. Este Módulo es de 
altísima seguridad, con un tratamiento diferente para las personas privadas de libertad que piensan 
seguir incidiendo en la delincuencia afuera. En esa situación uno no solamente tiene la responsabilidad 
de cumplir con las reglas de Mandela, sino también proteger a los otros presos y a la población, porque 
están tratando de incidir afuera. 


Esto fue clarísimo en último clásico que no se jugó, que fue suspendido -en el que se jugó no 
hubo problemas-, que hubo personas procesadas por asociación para delinquir; dos de los principales 
procesados, que no estaban en el Módulo 12, dirigían desde adentro lo que sucedía afuera. 


Una de las cosas que se hacen en el Módulo 12 es tratar de impedir que se incida en lo que 
pasa afuera. Cito el ejemplo del clásico que se suspendió, pero hay cosas más peligrosas que un 
partido no jugado. 


Ahí uno debe tener criterios que superen el cumplimiento de las normas, que se cumplen; 
aquí tenemos una interpretación diferente respecto al contacto humano, por fuera de los guardias, que 
tienen las personas privadas de libertad. 


Nosotros pensamos que se cumple, pero en comisionado entiende que no. En su momento lo 
discutiremos mejor. La medida que establece el comisionado es en función de cómo deben cumplir los 
privados de libertad su pena. Nosotros estamos de acuerdo con eso, pero además sin que incidan en 
la delincuencia afuera. Por eso tienen medidas especiales. 


Por otra parte, para que haya cuatro mil personas privadas de libertad trabajando y tres mil 
estudiando se necesita establecer una relación diferente con quienes no tratan de rehabilitarse sino de 
seguir incidiendo afuera y generar dificultades para quienes están cambiando su forma de pensar. Este 
es un problema diferente; esto no es hacinamiento sino otra cosa. 


Tanto nosotros como el comisionado vemos el problema, pero con un concepto diferente. 
SEÑOR ABDALA (Pablo).- ¡Está claro! 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR..- Sí establecimos más claramente que el Módulo 12 no es un lugar 
para estar en forma permanente, sino que está dentro de la progresividad. Por lo tanto, quienes están 
ahí son evaluados, fundamentalmente, por psicólogos. No sé qué dice ahora el informe porque no lo 
leí, pero en determinado momento existía una permanencia demasiado extensa, pero esas personas 
fueron trasladadas a otros módulos. No están más. Hoy quedan diecinueve; había treinta y ocho y 
queda la mitad, y siguen en el régimen de evaluación. 


Ahora, si la evaluación que se les hace en el lugar en que estén llega a la conclusión de que 
siguen incidiendo en lo que sucede afuera, la progresividad va a ser inversa, pues retrocederán en 
lugar de avanzar. Este un tema de diferente criterio. 


Para precisar más: en los Módulos 10 y 11 no hay hacinamiento, su capacidad está ajustada 
a la cantidad de personas que están allí. El problema era la salida durante la noche, y eso es lo que la 
Guardia Republicana, allí instalada, ha evitado. 


En cuanto a las preguntas del señor diputado Abdala, he dicho que la Unidad N* 1 empieza a 
trabajar en diciembre, y que ha comenzado la preparación de los civiles para cumplir con esa función. 


Por otra parte, invitamos a la comisión para que visite la Unidad N” 1, ya sea ahora o cuando 
comience el trabajo en la línea blanca. Ahí podrán comprender mucho mejor cuáles son las 
características de lo que se está planteando. La obra está muy cerca de terminarse. 


En cuanto a la prórroga, se plantea que va unida al funcionamiento de la guardia perimetral. 
Se planteó crear un servicio descentralizado con el INR, propuesta que se discutió extensamente en el 
tiempo. Hubo sectores políticos que no compartían que ese servicio se retirara de la órbita del 
Ministerio del Interior para pasarla a otro ministerio; tampoco lo querían en el Ministerio de Educación y 
Cultura. Entiendo que allanó la decisión plantearse como plazo el año 2021, con la flexibilidad de que si 
se puede, se haga ahora; el consenso indicaba que más valía postergarlo. 


Nos estamos guiando basados con ese acuerdo, que estableció que fuera en 2021, porque es 
cuando comenzará a regir al presupuesto del nuevo gobierno. Entonces, para no pedir prórroga cada 
dos años entendimos mejor que había que establecer que a partir del 1% de enero de 2021 esté clara la 
forma de funcionamiento de la guardia perimetral. Por eso los tres años y medio de prórroga. 


(Ocupa la presidencia el señor legislador Guillermo Besozzi). 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Agradezco la respuesta del señor ministro. Me consta, porque participé de 
los ámbitos de negociación multipartidaria, que esa fue la alternativa que se encontró para zanjar la 


discusión en cuanto a la ubicación institucional del INR o a través de qué ministerio se vinculará con el 
Poder Ejecutivo. Lo que no termino de entender es por qué ahora se ata la prórroga -que siempre 
requerirá un pronunciamiento del Poder Legislativo y va a requerir ley- a esa circunstancia. 
Independientemente de que en el día de mañana el INR se vincule con el Ministerio de Educación y 
Cultura o con el Ministerio del Interior, la autorización legal es ineludible. No lo estoy proponiendo, 
simplemente quiero entenderlo. Podríamos proponer una nueva prórroga de dos años y volver a 
prorrogar. 


¿Por qué se optó atar una cosa a la otra? 


SEÑORA PAYSSÉ (Daniela).- Creo entender que al ser un servicio descentralizado tendrá que tomar 
sus propias decisiones, y tal vez adopte la decisión de proseguir con esa misma guardia. Quisimos 
asegurar que hasta tanto esa fecha que se acordó sea posible, no vamos a tener que hacerlo cada dos 
años, porque hay tres años. Hoy en día, como está el sistema, se va a pedir la prórroga, y en lugar de 
solicitarla por dos años, para luego volver a pedirla por dos más, se deja abierta hasta tanto el 
compromiso que se estableció se lleve a la práctica. Un descentralizado toma sus propias decisiones y, 
por lo tanto, hasta que no exista, la prórroga, el permiso o como se quiera plantear va a cubrir ese 
lapso en el que sabemos con certeza que el descentralizado no va a estar funcionando. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- No corresponde abrir un debate tangencial sobre temas de derecho 
administrativo o constitucional, pero el descentralizado no es autónomo y, por lo tanto, está sujeto en 
primer término a la tutela administrativa del Poder Ejecutivo. Quien propone la iniciativa -que en este 
caso no es privativa pero corresponde que la tome como titular de la política carcelaria-, la propuesta 
de prorrogar la custodia perimetral por parte de las Fuerzas Armadas es el mismo Poder Ejecutivo, 
independientemente de que este descentralizado se vincule con un ministerio o con otro. Se ha optado 
legítimamente por este camino, pero esta prórroga pudo haberse vinculado a otro hecho independiente 
o diferente. Es decir, podríamos perfectamente prorrogar por dos años hasta el 2019, y en el 2019 
volver a prorrogar por otros dos años, o en el mismo momento en que se vaya a fijar por ley el servicio 
descentralizado definir -esta vez por un plazo significativamente mayor- la guardia perimetral por parte 
de las Fuerzas Armadas. No he encontrado la explicación conceptual; el ministro y el Poder Ejecutivo 
tienen todo el derecho de ir por ese camino, y seguramente votaremos a favor. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- No quiero polemizar sobre esto, pero creo que hay un elemento 
muy claro; renovarlo cada dos años da la idea de un provisoriato. Tal vez el 1? de febrero se plantea 
como permanente el servicio descentralizado a través del Poder Ejecutivo y entonces no lo hace por 
dos años, sino hasta que haya algo que permita tomar otra decisión. Lo hace porque lo extiende hasta 
el final. 


La otra pregunta del diputado Abdala referida al Módulo 12 ya la contesté cuando hablamos 
de los Módulos 8, 10, 11 y 12. La repuesta sería la misma. 


En cuanto a las personas privadas de libertad que están estudiando, actualmente en la 
educación formal hay 2.135 y en la no formal 1.364. El total de plazas educativas es de 3.499 y en 
proceso de inscripción, al mes de abril de 2017, hay 2.047 más. Aclaro que hay 59 personas cursando 
carreras universitarias: 49 hombres y 10 mujeres. 


(Ocupa la presidencia la señora legisladora Ivonne Passada). 


SEÑOR LARROSA (Gonzalo).- Se puede discutir sobre las condiciones materiales, infraestructura y si 
falta más o menos. 


El ministro se refirió a cómo creció la población carcelaria. Sabemos que los factores de 
crecimiento sostenido del crimen, en particular de las modalidades violentas, y el excesivo uso de las 
penas privativas de libertad ha llevado al incremento de la población carcelaria, dándose una situación 
muy interesante. 


El 31 de agosto, cuando asumí la conducción de la Unidad N* 4 del Comcar, había una 
población de casi 3.300 internos. Hoy estamos con 500 internos más, llegando a los 3.800. Recuerdo 
que el 31 de agosto asumí y que el 3 de setiembre tenía una huelga de funcionarios que no querían 
tomar los módulos porque los internos tenían medio Comcar dominado. ¿Cuál es la lectura que hicimos 
de eso? Los legisladores preguntaban sobre el impacto de estas estrategias que no son del director 
nacional, sino que se vienen trabajando. Yo integraba un gabinete con la dirección anterior y le estoy 
dando continuidad a las políticas establecidas. Con 500 internos menos, el clima estaba desbordado, 
pero hoy en día estamos con 500 internos más y el clima en el Comcar es de estabilidad. Esto es muy 
significativo y tiene que ver con las medidas que se fueron tomando, como el ingreso de la Guardia 
Republicana, pero también los nuevos operadores, que están trabajando en los módulos generando 
más oxígeno. 


Asimismo, están bajando los índices de violencia. Hay que entender que no es casualidad 
que en 2017 tuvimos un homicidio y en el mismo período del 2016 tuvimos cinco. Eso no es azaroso, 
no es casualidad, sino causalidad por una intervención, por diferentes medidas policiales de seguridad 
ejercidas por la Guardia Republicana y por medidas de intervención socioeducativa a través de 
diferentes estrategias. Quería resaltar esto porque me parece que es significativo. 


En el Módulo 12 seguimos trabajando con la subdirectora técnica Ana Juanche, que es 
magíster en derechos humanos y tiene una preparación muy destacable. Seguimos trabajando muy 
profundamente con la convicción de que hay que mejorar la vida ahí adentro. El ministro sabe que 
todos estamos trabajando; se está cambiando el régimen de convivencia, se está armando el plan de 
convivencia que implica un tiempo para permanecer allí y una progresividad adentro del módulo, que 
está dividido en cuatro sectores. O sea, va a haber una progresividad entre esos cuatro sectores. Hay 
medidas que se están implementando en ese plan que va hasta 2019 pero que ya está dando 
resultados. Los imponderables en las cárceles pueden ocurrir; sabemos bien que la estabilidad no es 
permanente, pero hoy tenemos resultados visibles y los quería destacar. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Tal vez el ministro no me entendió cuando hablé de la calendarización. 
Cuando se propone un plan estratégico se fijan metas, objetivos y fechas en las que se busca alcanzar 
el objetivo que se plantea. Yo no hablaba de la formación del personal penitenciario, pues eso es "parte 
de"; lo que preguntaba era si en el marco de una propuesta de trabajo como la que aquí se nos 
presenta se tenían objetivos claros para medir los impactos y resultados en el plano del calendario 
2017-2019. Pero como ni el ministro ni el director me contestaron esa pregunta -tampoco quiero que lo 
hagan-, dejo como constancia que quería conocer lo relativo al ingreso de los agentes penitenciarios y 
demás, y dónde se pueden ir tomando las mediciones del plan, en cuanto a su concreción o no. 


Por otro lado, me gustaría que el director del INR nos enviara la información a la que acaba 
de hacer referencia, es decir, cuántos operadores penitenciarios, por módulo, había anteriormente en el 
Comcar y cuántos hay actualmente, a fin de saber si esa modificación es la que está motivando el 
avance en los resultados que acaban de suministrarse, y que me alegran mucho, ya que hay cinco 
veces menos homicidios que la tasa más alta de los últimos once años, que fue la de 2016. Por tanto, 
quisiera saber si eso está asociado a lo que el director hacía referencia, cuántos operadores tiene cada 
módulo y cuál es el plan de trabajo que desarrollan dichos operadores en las tareas que llevan 
adelante. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si el señor legislador Penadés está de acuerdo, creo que la última pregunta 
se podría canalizar a través de la secretaría de la Comisión con el señor director y la asesora. Por 
supuesto, cuando se obtenga la información se distribuirá entre los legisladores. 


Asimismo, considero que la primera pregunta realizada también puede formar parte del 
informe que se envíe a la Comisión, que debería incluir el aspecto numérico en relación al personal y 
su desarrollo. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Yo entendí la pregunta, lo que ocurre es que el Plan Estratégico 
es de 2017 a 2019, y si bien algunas cosas tienen una fecha determinada, otras tienen una 
aproximación porque dependen del cumplimiento de etapas anteriores. De todos modos, podemos 
enviar la información, tal como solicitó el señor legislador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Inclusive, en el informe también se incluirá la etapa de los concursos que se 
están desarrollando 


Por lo tanto, tal como dijimos, vamos a manejarnos a través de la secretaría de la Comisión. 


Asimismo, a través de la secretaría también acordamos concurrir a la cárcel de Punta de 
Rieles el 25 de mayo, a fin de ver un avance de lo que podrá obtener en noviembre y diciembre. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 43) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


